
JO Miércoles 5 marzo 1986 BüE núm. 55. Suplemento

5955 Sala Primera. Recurso de amparo número 813/1984:
Sentencia número 24/1986. de 14 de febrero.

La Sala PTÍmera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel García.Pelayo Alonso, Presidente, y don Ange Laton'e
Segura, don Manuel Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué
Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel Escudero
del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENOA

En el recurso de amparo nÚIn. 813/1984, promovido por don
José Luis Pachón' Sanz, representado por el Procurador de los
Tribunales don Aorencio Aráez Martina, bajo la dirección de la.
Letrada doña Tebelia Huertas Bartolomé contra la Sentencia de 21
de niarzo de 1983, de la Sala Tercera de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la Audiencia Territorial de Madrid (recuno contencioso-­
administrativo 153/1981), relativo a la clasificación profesional del
recurrente. Han comparecido el Ministerio Fi~ el Abogado del
Estado y la Compañía «Iberia Líneas Aéreas de España, S. A,.,
representada por el Procurador de los Tribunales don JoSé Luis
Pinto Marabotto, bajo la dirección del Letrado don Francisco del
Cura Arribas, y ba SIdo Ponente el Magistrado don Angel Latorre
Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

1. El 24 de noviembre de 1984 se presentó en este Tribunal
escrito del Procurador ~e los Tribunales don Florencio Aráez
Martinez, en nombre y representación de don José Luis Pachón
Sanz, por el que se interponía recurso de amparo contra la
Sentencia de la Sala Tercera de 10 Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Territorial de Madrid de 21 de marzo de 1983. De la
demanda y documentos que le acompañan resulta,_en síntesis, lo
siguiente:

A) El recurrente, empleado de la Compañía «Iberia Líneas
Aéreas de España, S. A.» (en adelante IBERIA), promovió ante la
Delegación Provincial de trabajo de Madrid, expediente de clasifi­
cación profesion~l por entender que le correspondía la categoría de
Jefe Superior de Administración de primera y no la de Oficial
primero administrativo que tenía asignada. La Inspección Provin­
cial de Trabajo de Madrid resolvió que la clasificación adecuada
del señor Pachón era la de Jefe Administrativo de primera
categoría. Interpuesto recurso de alzada por el señor Pac;hón. la
I?irección General.de Trabajo I~ ~stim?, reconociéndole la cateJ.o­
na de Jefe Supenor de AdmlDlstraclón. Contra la ResolUCIón
correspondiente interpuso IBERIA recurso potestativo de reposi­
ción, que fue desestimado por Resolución <le 15 de diciembre de
1980, Resolución que fue notificada al recurrente. Contra ella
interpuso IBERIA recursocontencioso-administrativo ante la
Audiencia Territorial de Madrid, Que fue resuelto por Sentencia de
21 de marzo de 1983, ahora impugnada, en la Que se estitnó el
recurso, se an':lló la Resolución últimamente citada y dejó subsis­
tente la antenormente dictada por la Inspección Provincial de
Trabajo por la que, como se ha dicho, se clasificaba al señor Pachón
como Jefe Administrativo. El Abogado del Estado, en representa­
ción de la Admini.stración, interpuso recurso de apelación que la
Sala Tercera del Tribunal Supremo declaró mal admitido por Auto
de 16 de noviembre de 1983. De nada de esto tuvo noticia el
recurrente, hasta que el 30 de octubre de 1984 se le notificó la
Sentencia de la Audiencia. Hechas las oportunas averiguaciones,
resultó que había sido ~itado por edicto. y no personalmente. a
pesa~ de que tanto su mterés en el asunto como su persona y
dOIIllcilio a efec.tos de notificación eran facilmente identificables
según lo actuado ~n el expediente administrativo.

B) El recurrente, invocando la doctrina de este Tribunal,
entiende, que la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Territorial de Madrid le ha colocado en situación de
indefensión, vulnerando el ano 24.1 de la Constitución al no haber
procedido a su emplazamiento personal. Solicita"que este Tribunal
Constitucional declare la nulidad de la Sentencia impugnada, así
corno de cuantas actuaciones anteriores a la misnia se produjeron
en el procedimiento contencioso-administrativo. hasta el proveído
relativo al emplazamiento, reconociendo su derecho a ser empla·
zado personalmente y no por medio de edicto!.

2. Por Providencia de 10 d.e ent..ro de 1985, la Sección Primera
de este Tribunal Constitucional aCIJrdó entre otros extremos, la
admisión a trámite del recurso, el requerimiento a la Sala Tercera
de lo Contencioso-Administrativo de fa Audiencia Territorial de

Madrid y a la Dirección General de Trabajo para que remitan las
. actuaciones correspondientes, y a ~ autoridad judicial indicada

para que emplace a quienes hayan sido parte en el procedimiento
para que en el plazo de diez días puedan comparecer en el proceso
constitucional. Se recibieron las actuaciones solicitadas y compare.­
cieron en el plazo señalado el Abogado del Estado Y la Compañía
IBERIA, representada por el Procurador don José Luis Pinto
Marabotlo. Por Providencia de la Sección Primera del Tribunal
ConstitucioDai de 20 de febrero de 1995 se otorgó un plazo común
de veinte dias al Ministerio Fiscal, al Abogado del Estado Ya las
representaciones del recurrente y de IBERIA para que alegasen lo
que estimasen pertinente sobre la cuestión planteada

3. En el plazo otorgado el Fiscal formuló sus alegaciones. Tras
recordar la doctrina de este Tribunal en materia de emp1azamiento
en los recursos contencioso-administrativo entiende que en princi­
pio hay que considerar que el recurrente sufrió indefensión, por lo
que babia que otorgar.el amparo. Hace, sin embargo, la salvedad,
de que el tiempo transcurrido desde la Sentencia hasta su notifi<;a­
ción al recurrente -año y medio-- hace pensar '1"1' IBERIA .
interesase la ejecución de la Sentencia, luego de haber lOtentado en
vano la apelación ante el Tribunal Supremo y que el afectado
tuviera conocimiento cumplido de_la misma, en cuyo caso se
estaria ante_un caSo de excepción a la obligatoriedad del emplaza­
miento personal y directo y no procedería el amparo. Pero este es
un extremo que corresponde acreditar a IBERIA.

4. El Abogado del Estado, en sus alegaciones comienza por
oponer una causa de inadmisibilidad. cual sería que el recurso
había sido presentado fuera de plazo ya que fue interpuesto el 24
de noviembre de 1984, y la resolución judicial le fue notificada el
30 de octubre anterior cuando el plazo de veinte días establecido
por la ley había vencido el 23 de noviembre. En fonna subsidiaria,
ppr si la Sala no estima el defecto procesal señalado, entiende el
Abogado del Estado, que a reserva de lo que alegue IBERIA y con
arreglo a la doctrina de este Tribunal procedía la concesiól;1 del
amparo.

S. La representación del recurrente reitero las alegaciones
fbrmuladas en la- demanda y las peticiones deducidas en ella.
Señala, además, las irregularidades procesales que resultan de las
actuaciones 't especialmente el plazo de un año y medio que se
tardó en notIficar la Sentencia.

6. La representación de IBERIA alega fundamentalmente que
el recurrente tuvo conocimiento de la existencia del recurso en el
momento de ejecutarse la Resolución de la Dirección General de
Trabajo de 1S de diciembre de 1980, pues al ser los actos de la

. Administración ejecutivos hubo que clasificarlo en la categoría de .
Jefe Superior de Administración, advirtiéndole que tal clasificación
no era definitiva, y que quedaba a resultas de-Ia Sentencia que, en
su -día, dictase la Audiencia Territorial de Madrid en el recurso
cODteDcioso-administrativo que había interpuesto contra la citada
Resolución de la Dirección General de Trabajo. Asi se desprende
del escrito que con fecha 6 de marzo de 1981 remitió la Asesoría
de Personal de la Dirección General dé Trabajo a la unidad en que
prestaba· sus -servit=ios el recUITente para que se le comunicase al
Interesado. Ello. viene además corroborado por el hecho de que a
raíz de dictarse la Sentencia ahora impugnada, hubo de darse
cumplimiento a la misma. reclasificando. al récurrente como Jefe de
primera Administrativo, llegándose a un acuerdo entre la Empresa
y él para el descuento progresivo de las cantidades pagadas por
exc:eso. iniciándose esta regularización a partir de julio de 1983, lo
que supone que el recurrente conocia y no era ajeno al proceso
contencioso-administtativo. Se refiere. por último. la representa·
ción de IBERIA a la doctrina de este Tribunal en materia de
-emplazamientos en los recursos contencioso-adqtinistrativos y
señala que. para prosperar un recurso de amparo basado en la falta
de em-plazamiento personal y directo, es necesario entre otros
requisitos que el recurrente no tuviera conocimiento del proceso
pero ese conocimiento se dio en este caso por las razones expuestas.
por lo que procede la desestimación del amparo. Acompaña el
escrito a que antes se ha aludido de la Asesoría de Personal de 6
de marzo de 198-1 y pide que se incorpore como prueba documental
invocando al efecto el arto 89.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional (LOTe).

7. Por Providencia de 8 de enero de 1986, la Sección Primera
de este Tribunal acordó dar traslado al Ministerio Fiscal. Letrado
del Estado y recurrente del escrito de alegaciones de IBERIA,
únicamente en lo que se refiere al apartado tercero de la alegación
segunda. que se testimoniará a tal fin, así como del documento
acompañado. a fin de Que. en el plazo común de cinco días
Connularan las alegaciones que estimasen pertinentes. En su escrito,
el Ministerio Fiscal dijo que del escrito y de las alegaciones de
IBERIA se desprende que ha existido un conocimiento extraproce:­
sal de la interposición del recurso por parte del solicitante del
amparo y que aunque pueda objetarse tal vez que no hay una
constancta definitiva de que el actor conociese la reclamación
judicial primero y la Sentencia después. pues no se ha aportadú
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documento en que aparezca formalmente t~l conocimiento, éste se
deduce de indicios sólidos, aunque haya que dejarse a salvo que el
recurrente pueda acreditar otra CQ.S3 en ia audiencia Que ahora se
le ofrece;- concluye pidiendo la deses1it:nación del recurso. El
Letrado del Estado señala en sus alegaciones que lo expuesto por
IBERIA no prueba fehacientemente que el recurrente conoció o
pudo conocer la existencia del recurso en el que no compareció en
defensa de sus derechos. Ello es.así porque el documento apenado
por IBERIA no prueba en modo alguno su recepción por el
solicitante del amparo y porque la adecuación de la categoría
profesional y el descuento de los h:lberes percibidos !=oíl exceso, de
ser ciertos, se produjeron después que la Sentencia fue firme, es
decir, en un momento en el que no Quedaba al recurrente otra
opción que la de acudir a la vía de amparo constitucional. En
opinión del Letrado del Estado, ~110 demostraría Que el recurrente,
antes de recibir, el dia 30 de octubre de 1984 pudo conocer su
existencia y acudir al amPJro, lo cual afectaría a la cuestión formal
del plazo de interposición del recurso, pero no a la cuestión de
fondo. Termina reiterando la petición hecha en su escrito de
alegaciones, consistente en que se decretase la inadmisibilidad, por
extemporáneo, del recurso. La representación del recurrente
expone en su escrito que, sin pronunciarse acerca de la falsedad o
autenticidad del documento aportado por IBERIA, es lo cieno que
carece de elementos mínimos que con carácter previo indicaran su
veracidad, pues' carece de sello, membrete o firma que hagan
referencia a la persona fisica o jurídica que lo emite a través de su
asesoría jurídica, Aun suponiéndolo auténtico no se desprende más
Que la existencia de una comunicación entre servicios de IBERIA.
Pero tal comunicación DO fue notificada personalmente al recu·
rrente, a -Quien, tampoco se le informó en forma verbal o escrito de
su contenido, Niega también 'el recurrente que existiese un acuerdo
entre las partes sobre la regularización y descuento de las cantida­
des percibidas en exceso·y señala Que es dificil creer en buena lógica
que alguien pueda transigir de un derecho o de una obligación que
con carácter previo desconoce. El recurrente tardó en advertir la
causa de una disminución, aunque poco imponante, de sus
percepciones salariales por causa <le la complejidad de los recibos
de IBERIA. Cuando la advinió comenzó a hacer sus investipcio~
Des que le llevaron en última instancia a solicitar de la AudIencia
la notificación personal de la Sentencia. Concluye diciendo que se
tenga por presentado su escrito y por hechas las alegaciones
relativas al traslado conferido. ,
. . 8. Por Providencia de la Sala del dia 5 de febrero de 1986 se
señaló el día 12 de. mismo mes y año para deliberaci?n y fallo.

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS

. 1: La cuestión planteada en el presente recurso consiste en
determinar si el recurrente, al no ser emplazado directa y perSonal.
mente en el procedimiento contencioso-administrativo resuelto por
la Sentencia impugnada, sufrió una vulneración de su derecho a la
defensa consagrado en el arto 24.1 de la Constitución. Pero antes de
entrar en el examen del fondo del tema planteado es necesario
considerar la posible concurrencia del motivo de .inadmisión
objetado por el Abogado del Estado y consistente en ser la demanda
q,e amparo extemporánea, por haber sido presentada el 24 de
noviembre de 1984, cuando la notificación de la Sentencia objeto
del recurso fue notificada al solicitante del amparo el 30 de octub,re
anterior, por lo que el plazo de veinte días que fija la LOTC (art.
44.2) habría eX~)lrado el 23 de noviembre. Pero este cómputo es
fruto de un explIcable error. En efecto, al efectuar el cómputo de los
veinte días ha_biles que constituyen el plazo para interponer el
recurso, hay que descontar de los dias naturales no sólo los
domingos y el primero de noviembre, festividad de Todos los
Santos, sino también el día 9 del mismo mes de noviembre,
festividad de Nuestra Señora de la Almudena, que es fiesta y día
inhábil en el Municipio de Madrid, donde tiene su sede el Tribunal
Constitucional, por lo que el plazo para interponer el recurso
cancluia el dia 24, en que fue efectivamente presentado.' Procede
por tanto, desestimar este motivo de inadmisibilidad alegado por
el Abogado del Estado.

2. Entrando en el fondo del asunto, conviene recordar ante
todo la reiterada doctrina establecida por este Tribunal Constitu­
cional a partir de su Sentencia núm. '9/1981, de 31 de marzo,
~lativa a la necesidad del emplazamiento personal.y directo' de los
Interesados en un recurso contencioso-administrativo, cuando sean
identificables por los datos que constan en el escrito de interposi­
ción de) recurso o del expediente administrativo, sin que baste en
tal supuesto el emplazamiento por edicto previsto en el arto 64 de
la tey de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Sin
embargo, y como lógica excepción al principio general, este
Tribunal ha sentado también el criterio de que el defecto de tal

emplazamiento directo no permite impugnar en amparo la Senten·
cia correspondiente, cuando el afectado tuvo conocimiento extra­
procesal de la existencia del proceso, siempre que ese conocimiento
se haya producido en momento que le permita no sólo comparecer
sino ejercer plenamente la defen~ de sus derechos. Ese conoci­
miento debe constar de modo fehaciente, de foima que la no
personación y defensa sea imputable a la falta de diligencia exigible
en el interesado en un proceso. Así lo ha declarado la Sentencia
núm, 117/1983, de 12 de diciembre, y otras posteriores.

3. En el presente caso no hay duda de que el recurrente tenía
un interés legítimo en el proceso, ni de que su identidad era
conocida desde el escrito de interposición del recurso, ni de que no
fue emplazado personal y directamente. Lo que se objeta. especial­
mente por IBERIA es que tenía conocimiento del proceso y que.
por tanto. no puede ahora reclamar por una supuesta indefensión,
que ha de atribuirse fundamentalmente a su propia voluntad. En
prueba de su· aserto aduce IBERIA el texto de una comunicación
de la AsC'Soría Personal a la Subdivisión de Instalaciones y Equipos
de tierra en que se dice que la autoridad laboral había procedido a
la reclasificación al recurre.nte, y que la ~mpresa habia interpuesto
recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia Territorial,
no obstante lo cual. por ser ejecutivos los actos de la administra­
ción, la División de Administración'ha procedido a regulatizar al
recurrente como Jefe Superior de Grado 4.°; y concluye la comuni­
cación con la frase «rogamos· informen al interesado». Pero es lo
cierto que, como ·advierten tanto el Letrado del Estado corno el
recurrente, no hay constancia de que se haya informado al
interesado de todos los eXtremos que contiene la citada comunica­
ción 'y especialmente de la interposición del recurso, que es el hecho
que aquí interesa. De donde resulta Que no ha aportado IBERIA la
prueba fehaciente del conocimiento de la interposición del recurso.
que como se ha dicho. exige la doctrina de este Tribunal para que
se supla el requisito del emplazamiento personal.

La Tepresent3ción de IBERIA señala también en apoyo de sus
alegaciones los actos posteriores a la fecha en que se dictó la
Sentencia, y especialmente un acuerdo· sobre la regularización y
descuento de las cantidades percibidas ·en exceso. Ya se ha
advertid~ sin embargo. que el conocimiento de la interposición del
recurso lo ha de tener el interesado en momento que le permita no
sólo comparecer sino ejercer. plenamente la defensa de sus dere­
chos. Y es evidente que un conocimiento posterior a la Sentencia
que resue.lve el recurso interpuesto, no permite ni siquiera compa­
recer, por lo que no es necesario más análisis de esta alegación para
descartarla. Tampoco puede tenerse en cuenta la sugerencia. del
Letrado del Estado de que el hecho pudiera tener alguna relevancia
respecto al cómputo del plazo para interponer el recurso de
amparo, pues no se da fecha alguna del supuesto acuerdo, por lo
que la Onica pT\leba fehaciente de que'el interesado tuvo conocí­
miepto de la existencia del recurso es la not¡ficación de la
Sentencia, y es a partir de la fecha de esa notificación cuando se ha
de contar el plazo pare interponer el recurso. De todo lo expuesto,
resulta que la Sentencia vulneró el derecho a la defensa del
recurrente, consagrado en el arto 24. I de la Constitución. por lo que
debe ser concedido el amparo solicitado.

FALLO

En atención a 10 expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE
LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Estimar el presente recurso de amparo y, en_consecuencia:

1. Anular la Sentencia de la Sala Tercera de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid de fccha 21
de marzo de 1983, dictada en el recurso 153/1981.

2. Reconocer el derecho del recurrente a ser emplazacl.o
personalmente en el recurso contencioso-administrativo antes
citado.

3. Restablecer al recurreRte en la integridad de su derecho y.
para -ello, retrotraer las actuaciones del mencionado recurso al
momento inmediatamente.posterior al de su interposición. debién­
dose emplazar personalmente al solicitante del amparo para que
pueda comparecer y defender ·sus der~chos.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del EstadQ»).

Madrid, 14 de febrero ,de 1986.-Manuel García.Pelayo
Alons~.-Angel . Latorre . Segura.-Manuel Díez' de Velasco
ValleJo.-Glona Begue Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer
Morant.-Angel Escudero del Corral.-Firmados y rubricados. -


